
Posición de la AJD a propósito del caso Guapinol



La Asociación de Jueces por la Democracia (AJD) en torno al juicio y el fallo de culpabilidad en el caso
Guapinol, se pronuncia en los términos siguientes:

La justicia es y debe ser necesariamente la expresión del debido proceso. Corresponde a los jueces y las
juezas tutelar los derechos de los(as) imputados(as) o acusados(as); la criminalización de los defensores
y defensoras de derechos humanos a través del uso indebido del derecho penal y la utilización del
poder punitivo del Estado en contextos de defensa de la tierra y del medio ambiente, desnaturaliza el
juicio justo y resulta una práctica que manipula y deslegitima el sistema de justicia.   

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha observado con preocupación la
criminalización de las actividades de defensa de las comunidades que ocupan o defienden territorios
que son de interés para explotaciones mineras, hidroeléctricas o forestales. En circunstancias de esta
naturaleza se producen las acusaciones en contra de los defensores del río Guapinol en el
departamento de Colón. 




Desde la Asociación de Jueces por la Democracia no podemos pasar inadvertido el fallo de culpabilidad en
contra de 6 de los 8 defensores acusados en el caso conocido como “Guapinol”.  Por ello, deploramos que en
esta causa no se haya realizado la debida ponderación del derecho de los acusados a defender derechos
humanos como parte del contexto en que se inscribe este proceso penal.   

En este plano, la independencia judicial es un parámetro para determinar la existencia del Estado de
derecho social y democrático, lo cual nunca debe confundirse con una administración de justicia ineficaz
y desapegada de la obligación de los jueces de garantizar el debido proceso y las garantías
fundamentales, sin olvidar que las partes que se ven involucradas en los distintos procesos representan
la sociedad y el Estado de derecho cuando de intereses generales se trate. Por lo cual, los jueces y las
juezas debemos hacer una lectura objetiva del contexto social, político y económico. 

Siendo propicio reiterar que la jurisdicción se legitima en la medida que protegemos los derechos y
garantías de los justiciables, bajo esta consideración queremos exhortar a las juezas y los jueces a
fortalecer la independencia de la judicatura como condición indispensable para el desarrollo del
proceso democrático en nuestro país y la recuperación del Estado de derecho.  
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San Pedro Sula, Cortés, 10 de febrero de 2022.


